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DON JOSE GIMENEZ CERVANTES, Secretario del Consejo de la Comisión
del Mercado de las Telecomunicaciones, en uso de las competencias que le
otorga el artículo 40 del Reglamento de la Comisión del Mercado de las
Telecomunicaciones, aprobado por Real Decreto 1994/1996, de 6 de
septiembre,

CERTIFICA:

Que en la Sesión del Consejo de la Comisión del Mercado de las
Telecomunicaciones celebrada el día  30 de julio de 2002, se ha adoptado el
siguiente

ACUERDO

Por el que se aprueba la:

RESOLUCIÓN POR LA QUE SE RESUELVE EL RECURSO DE ALZADA
INTERPUESTO POR LINCE TELECOMUNICACIONES, S.A.U. CONTRA EL
ACTO DE TRÁMITE DEL INSTRUCTOR DEL EXPEDIENTE SANCIONADOR
AJ 2002/6623 POR EL QUE SE DESESTIMA LA SOLICITUD DE
DECLARACIÓN DE ESA ENTIDAD COMO PARTE INTERESA EN DICHO
EXPEDIENTE.

En relación con el recurso de alzada interpuesto por LINCE
TELECOMUNICACIONES, S.A.U. contra el acto de trámite de fecha 20 de
mayo de 2002 dictado por el Instructor del expediente sancionador (Expte.
AJ2002/6623), el Consejo de la Comisión del Mercado de las
Telecomunicaciones ha adoptado, en su sesión núm.    28/02   del día de la
fecha, la siguiente Resolución:

Resolución de 30 de julio de 2002, recaída en el expediente AJ 2002/7103

HECHOS

PRIMERO.- Mediante Acuerdo del Consejo de la Comisión del Mercado de las
Telecomunicaciones, de fecha 29 de abril de 2002, se inicia el expediente
sancionador AJ 2002/6623 contra la entidad Telefónica de España, S.A.U. (en
adelante Telefónica), por un posible incumplimiento de la Resolución dictada
por esta Comisión el día 9 de agosto de 2001 sobre modificación de la Oferta
de Interconexión de Referencia de Telefónica, de la Resolución de 28 de
febrero de 2002 relativa a la adopción de medidas cautelares sobre la
obligación por parte de Telefónica de proceder a la migración de enlaces por
tiempo a enlaces por capacidad de Lince Telecomunicaciones, S.A., según lo
establecido en el modelo de interconexión por capacidad dispuesto en la oferta
de interconexión de referencia de 2001 y de la Resolución de 21 de febrero de
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2002 por la que se deniega la solicitud de Telefónica de modificar el actual
modelo de interconexión por capacidad establecido en la Resolución de la CMT
de fecha 9 de agosto de 2001.

SEGUNDO.- Mediante escritos del Secretario de esta Comisión de fecha 29 de
abril de 2002, y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 13.2 del
Reglamento del Procedimiento para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora,
aprobado por Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, se notificó al Instructor
del expediente y a las entidades Telefónica y Lince Telecomunicaciones,
S.A.U. (en adelante UNI2) el Acuerdo de inicio del procedimiento sancionador
mencionado anteriormente.

TERCERO.- Con fecha 14 de mayo de 2002, la entidad UNI2 en su calidad de
denunciante solicita por escrito sea declarada parte interesada en el
procedimiento sancionador AJ 2002/ 6623 iniciado por esta Comisión contra
Telefónica mediante Acuerdo de fecha 29 de abril de 2002.

Mediante escrito de fecha 20 de mayo del presente año, el Instructor del citado
expediente sancionador desestima tal petición contestando a UNI2 que no es
posible acceder a su solicitud por cuanto que dicha entidad denunciante no
reúne los requisitos exigidos en el artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, para ostentar la condición de interesado
en el presente procedimiento sancionador. Asimismo, se le recordó que le fue
notificada la Resolución por la que se le notifica el acuerdo de inicio del
procedimiento sancionador en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 13.2
del Reglamento del Procedimiento para el Ejercicio de la Potestad
Sancionadora, aprobado por Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto.

CUARTO.- Con fecha 21 de junio de 2002, ha tenido entrada en el Registro de
esta Comisión escrito presentado por el representante de la entidad INI2, Don
Christian Hacker, en virtud del cual interpone recurso de alzada contra el acto
de trámite del Instructor de fecha 20 de mayo de 2002 al que se refiere el
antecedente de hecho anterior.

En el suplico del recurso se solicita que, tras los trámites oportunos, se dicte
resolución estimatoria del mismo, por la que se declare la no conformidad a
Derecho y consiguiente anulación de la Resolución impugnada y, en
consecuencia, el carácter de interesada de la entidad recurrente en el citado
procedimiento sancionador.

La entidad UNI2 muestra su disconformidad con el acto de trámite del Instructor
esgrimiendo un único motivo basado en que dicha entidad reúne los requisitos
exigidos en el artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común los requisitos para ser considerada parte interesada en el
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procedimiento sancionador que se instruye contra Telefónica. El citado motivo
del recurso se fundamenta básicamente en las siguientes alegaciones:

A) La entidad recurrente alega que la línea jurisprudencial que entendía
que el denunciante en un procedimiento sancionador no había de
considerarse parte interesada ha sido corregida y superada por la
jurisprudencia posterior, que entiende que el denunciante puede ser
considerado como interesado en el procedimiento sancionador si
resulta titular de un interés legítimo afectado por la resolución que en
el mismo se dicte.

B) Se alega por la recurrente que, esta entidad tiene interés legítimo en
que Telefónica cumpla con las obligaciones que le incumben en
cuanto a la migración de enlaces por capacidad de INI2, según el
modelo de interconexión por capacidad recogido en la OIR de
Telefónica, con el fin de que no se vea perjudicado el desarrollo de
su negocio.

A su juicio, la imposición a Telefónica de una sanción por el
incumplimiento de las Resoluciones de esta Comisión llevaría
consigo una ventaja para UNI2, pues tal sanción tendría por fin no
sólo castigar una conducta sino lograr el fin perseguido por la norma
infringida, en este caso que se cumpla con la mencionada obligación
impuesta a Telefónica por esta Comisión en cuanto a la migración de
enlaces por tiempo a enlaces por capacidad de UNI2 y que reparen
en consecuencia los perjuicios causados por el citado
incumplimiento.

Asimismo, tiene particular interés en que el cumplimiento por
Telefónica de la eventual sanción que se le impusiera no le resultara
más beneficioso que la comisión de la infracción tipificada en el
artículo 79.15 de la Ley General de Telecomunicaciones.

C) Finalmente, la entidad recurrente considera que el acto ahora
impugnado es susceptible de recurso de alzada, pues a su juicio se
trata de un acto de tramite cuyo mantenimiento daría lugar a la
indefensión de UNI2 y le causaría un perjuicio irreparable a sus
intereses legítimos que no podrían hacerse valer ni proteger en el
procedimiento sancionador de referencia.

A los anteriores antecedentes de hecho les son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. FUNDAMENTOS JURÍDICOS PROCEDIMENTALES.
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PRIMERO.- Calificación.

La recurrente califica expresamente su escrito de 20 de junio de 2002
como de recurso de alzada, y solicita la anulación de la Resolución impugnada,
por lo que teniendo en cuenta que el acto de trámite del Instructor ahora
impugnado no pone fin a la vía administrativa en el procedimiento de
referencia, procede a tenor de lo establecido en el artículo 114 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en adelante LRJPAC), que
prevé que cuando los actos administrativos no pongan fin a la vía
administrativa podrán ser recurridos en alzada ante el órgano superior
jerárquico del que los dictó, calificar al escrito presentado como un recurso de
alzada que se interpone contra el acto de trámite del Instructor del expediente
sancionador AJ 2002/6623, de fecha 20 de mayo de 2002.

SEGUNDO.- Competencia y plazo para resolver.

La competencia para resolver el presente recurso corresponde, de
conformidad con lo establecido en el artículo 114 de la LRJPAC, al Consejo de
la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, por ser el órgano
administrativo superior jerárquico del que dictó el acto impugnado.

Este recurso deberá ser resuelto y su resolución notificada en el plazo
de tres meses contados desde el día siguiente a su interposición, según lo
establecido en el artículo 115.2 de la misma Ley.

TERCERO.- Inadmisión a trámite.

El artículo 107.1 de la LRJPAC, en la redacción dada por la Ley 4/1999,
de 13 de enero, que la modifica, establece que contra los actos de trámite, si
estos últimos producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos e
intereses legítimos, podrán interponerse por los interesados los recursos de
alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los
motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 62 y 63 de dicha
Ley. Asimismo, continúa el mismo apartado 1 estableciendo que la oposición a
los restantes actos de trámite podrá alegarse por los interesados para su
consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento.

La entidad recurrente considera que el acto ahora impugnado es
susceptible de recurso de alzada, pues a su juicio se trata de un acto de tramite
cuyo mantenimiento daría lugar a la indefensión y le causaría un perjuicio
irreparable a sus intereses legítimos que no podrían hacerse valer ni ser
protegidos en el procedimiento sancionador de referencia, cuya resolución
podría dar lugar a que Telefónica continuara incumpliendo las obligaciones que
le incumben en cuanto a la migración de enlaces por tiempo a enlaces por
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capacidad de UNI2, reconocida en las sucesivas Resoluciones de esta
Comisión.

Respecto a la supuesta indefensión, cabe recordar a la recurrente que el
inculpado, esto Telefónica, es el único interesado en el procedimiento
sancionador que tiene afectados en el mismo sus derechos fundamentales a la
defensa y a la presunción de inocencia, pues es el único sujeto pasivo en el
que recae la imputación de la infracción administrativa en el citado
procedimiento.

Es más, tampoco se puede extender la supuesta indefensión a la
circunstancia por ella alegada de que Resolución que se dictara en el
procedimiento sancionador podría dar lugar a que Telefónica continuara
incumpliendo las obligaciones que le incumben en cuanto a la migración de
enlaces por tiempo a enlaces por capacidad de UNI2, pues esta circunstancia
depende de Telefónica y resulta ajena a que se mantenga o no el sentido del
acto de trámite ahora recurrido, además de que el artículo 107 de la LRJPAC
establece que dichos actos deben de producir indefensión y no que ésta quede
pendiente de una situación futura que pude o no darse.

Por todo ello, no es admisible la alegación que se hace de contrario
respecto a que las consecuencias jurídicas que del acto de trámite impugnado
se derivan al recurrente producen indefensión.

Por otro lado, y en cuanto al supuesto perjuicio irreparable que le causa
a sus intereses legítimos, por cuanto que éstos no podrían hacerse valer y ser
debidamente protegidos en el procedimiento sancionador, la recurrente no
acredita los mismos ni realiza actividad probatoria tendente a demostrar del
perjuicio concreto que la ejecución del acto de trámite impugnado le pudiera
irrogar.

Resulta obvio que el hipotético perjuicio irreparable debe ser manifiesto y
concreto, con el fin de su oportuna valoración por el órgano competente para
resolver el presente recurso de alzada, de acuerdo con el citado artículo 107 de
la LRJPAC. Por ello, no resulta suficiente la alegación abstracta que se en el
recurso sobre el presunto perjuicio irreparable para la recurrente.

Además, como más adelante se razona en la presente resolución, esta
Comisión rebate la alegación de la existencia de interés legítimo de UNI2 en el
citado procedimiento sancionador, por lo que, consecuentemente, ello implica
que no puede producirse perjuicio alguno derivado de la eficacia del presente
acto de trámite a unos supuestos intereses legítimos de UNI2 que no existen
en el marco del procedimiento sancionador iniciado contra Telefónica.

En atención a todo lo anterior, si bien el presente recurso de alzada se
ha interpuesto dentro del plazo de un mes previsto en el artículo 115 de la
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misma Ley, teniendo en cuenta lo anterior, procede no admitir a trámite el
presente recurso interpuesto por cuanto que el acto de trámite ahora
impugnado no produce indefensión o perjuicio irreparable a los intereses
legítimos de la entidad recurrente y, por lo tanto, no es susceptible ser
impugnado por medio del recurso de alzada.

No obstante, y a pesar de lo anterior, esta Comisión considera de interés
contestar a los motivos de fondo alegados por la entidad UNI2, que se hará en
el siguiente apartado, respecto a la supuesta existencia de interés legítimo de
esta entidad en el procedimiento sancionador a los efectos de su consideración
como parte interesada en el mismo.

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS MATERIALES.

ÚNICO.- LA ENTIDAD UNI2 ALEGA QUE REÚNE LOS REQUISITOS
EXIGIDOS EN EL ARTÍCULO 31.1.C DE LA LEY 30/1992, DE 26 DE
NOVIEMBRE, DE RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS ADMINISTRACIONES
PÚBLICAS Y DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN PARA
SER CONSIDERADA PARTE INTERESADA EN EL PROCEDIMIENTO
SANCIONADOR QUE SE INSTRUYE CONTRA TELEFÓNICA.

El citado motivo del recurso se fundamenta básicamente en las siguientes
alegaciones:

1ª.- Respecto a que todo denunciante puede ser considerado como
interesado en el procedimiento sancionador si resulta titular de un interés
legítimo afectado por la resolución que en el mismo se dicta, de acuerdo
con la actual doctrina jurisprudencial.

La entidad recurrente alega que, la línea jurisprudencial que entendía
que el denunciante en un procedimiento sancionador no había de considerarse
parte interesada ha sido corregida y superada por la jurisprudencia posterior, la
cual afirma que el denunciante puede ser considerado como interesado en el
procedimiento sancionador si resulta titular de un interés legítimo afectado por
la resolución que en el mismo se dicta.

Esta alegación de carácter genérica, que se esgrime como infracción de
la doctrina jurisprudencial dictada al efecto, debe ser desestimada por los
siguientes razonamientos:

Con carácter previo, cabe aclarar que la supuesta corrección que la
jurisprudencia ha realizado en el tema de la legitimación para actuar en los
procedimientos administrativos, se trata más bien una adecuación al cambio
legislativo que se produce con la aprobación de la Ley 30/92 de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, por cuanto que esta nueva Ley introduce un nuevo concepto que se
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exige para la legitimación que es el de interés legítimo, sustituyendo el anterior
de interés personal y directo recogido en la anterior Ley de Procedimiento
Administrativo.

Como es sabido, cuando se ostenta un interés legítimo, individual o
colectivo, su titular está legitimado para iniciar e intervenir en los
procedimientos administrativos.

El artículo 23 de la anterior Ley de Procedimiento Administrativo, al
referirse a la legitimación para iniciar un procedimiento, exigía la titularidad de
un interés legítimo, mientras que al referirse a la legitimación para intervenir,
exigía que los intereses que debían ostentar los ciudadanos para intervenir en
un procedimiento administrativo fuesen legítimos, personales y directos.

Con la aprobación de la nueva Ley, el artículo 31 de la LRJPAC no hace
tal distinción y unifica el concepto de la legitimación para iniciar e intervenir en
el procedimiento estableciendo que será los intereses legítimos, individuales o
colectivos.

A pesar de la diferente redacción de los artículos citados anteriormente,
y ante la abundante jurisprudencia del Tribunal Supremo interpretando el
derogado artículo 23 de la anterior Ley, en la actualidad no se ha producido
corrección en el régimen jurídico de la legitimación.

Tan sólo, y como consecuencia de la nueva regulación del interés como
condición de la legitimación establecida en el artículo 31 de la LRJPAC, se ha
dado una especial relevancia jurisprudencial a la distinción entre el interés
"legítimo y directo", y los demás intereses legítimos, que viene recogida en las
Sentencias que se han dictado con posterioridad a la LRJPAC y en aplicación
del artículo 31 de esa Ley.

En definitiva, lo que simplemente se ha producido es una adaptación de
la jurisprudencia anteriormente existente a la nueva regulación dada por el
artículo 31 de la LRJPAC, sin que por ello se haya producido cambio alguno en
cuanto al régimen general de la legitimación en los procedimientos
administrativos, y menos aún en los de carácter sancionador, como pretende
confundir la recurrente buscando cobertura a sus alegaciones en claro
beneficio a sus propios intereses. Además, ésta es la razón por la que la
entidad recurrente no acredita ni justifica la pretendida corrección y superación
de la doctrina jurisprudencial que alega haberse dado al respecto.

Cuando en el recurso se muestra la disconformidad con el criterio sobre
que se niega al denunciante en todo caso la condición de interesado, por ser la
condición de denunciante sustancialmente distinta de la de parte interesada, de
forma que nunca adquiere ese carácter, se omite por la recurrente que dicho
criterio ha sido utilizado por la jurisprudencia en los procedimientos
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sancionadores con base en el argumento (que también se recoge en la reciente
sentencia transcrita en el apartado 2 del recurso) consistente en que la
imposición de una sanción no constituye por sí misma la satisfacción de un
interés.

Además, la entidad recurrente señala que esta línea jurisprudencial, que
niega en todo caso el carácter de interesado al denunciante, no es compartida
por la doctrina, y para ello transcribe una parte del libro de GARBERI
LLOBREGAT ("El procedimiento sancionador, Editorial Tirant lo blanch, 1998,
página 454), correspondiente al apartado d) relativo a la especial figura del
denunciante.

No obstante, la entidad UNI2 no tiene en cuenta lo que se afirma por el
mismo autor GARBERI LLOBREGAT en el apartado anterior al transcrito del
mismo libro (en la página 452), en cuanto a los titulares cuyos intereses
legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución
y se personen en el procedimiento (artículo 31.1.c de la LRJPAC). El citado
autor afirma que tales supuestos están pensados para el procedimiento
administrativo común, y manifiesta en la página 452 literalmente lo siguiente:
"Si, como se argumentaba con anterioridad, ya es harto difícil encontrar
hipótesis de terceras personas distintas al inculpado cuyos "derechos
subjetivos" pudieran ser afectados por la resolución definitiva, mucho más lo es
la delimitación del círculo de personas simplemente portadoras de "intereses
legítimos" que puedan experimentar dicha afectación. Se trata, por tanto, de un
supuesto plenamente operativo en otros procedimientos administrativos
diferentes al que ahora nos ocupa"[se refiere al procedimiento sancionador].

En el caso que ahora nos ocupa, la entidad UNI2 ostenta la condición de
interesada en los procedimientos que se están tramitando en la Dirección
Técnica de esta Comisión y, sobretodo, en cuanto a la medida cautelar que
obliga a Telefónica a proveer la migración de enlaces por tiempo a enlaces por
capacidad de UNI2.

Sin embargo, este procedimiento declarativo resulta completamente
diferente al sancionador que ahora pretende la recurrente ser parte interesada,
cuya resolución es únicamente de carácter punitivo, por lo que para uno u otro
procedimiento no puede utilizarse las mismas circunstancias ni idéntico interés
legítimo para ser considerada como parte interesada.

Por último, cabe recordar a la recurrente que el acto de trámite por el
cual el Instructor le deniega su solicitud resulta no por el sólo hecho de ser
denunciante, sino por no reunir los requisitos del artículo 31 de la LRJPAC para
ser considerado interesado en ese procedimiento sancionador. En el siguiente
apartado se argumenta las causas de tal afirmación, en respuesta a las
alegaciones esgrimidas en el recurso respecto al interés legítimo que ostenta la
empresa UNI2 en el procedimiento sancionador.
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2ª.- Respecto a que la recurrente tiene interés legítimo en que Telefónica
cumpla con las obligaciones que le incumben en cuanto a la migración de
enlaces por capacidad de UNI2 con el fin de que no se vea perjudicado el
desarrollo de su negocio.

La entidad UNI2 alega que, en virtud del artículo 31.1.c) de la LRJPAC,
ha de ser considerada como interesado en el procedimiento sancionador de
referencia por ostentar la titularidad de un interés legítimo afectado por la
resolución que en el mismo se dicte al tener una potencial posición de ventaja o
de utilidad jurídica que se materializaría de prosperar la reparación pretendida.

Se alega por la recurrente que, esta entidad tiene interés legítimo en que
Telefónica cumpla con las obligaciones que le incumben en cuanto a la
migración de enlaces por capacidad de UNI2, según el modelo de
interconexión por capacidad recogido en la OIR de Telefónica, con el fin de que
no se vea perjudicado el desarrollo de su negocio.

A su entender, la resolución que en el procedimiento sancionador se
adopte daría lugar, según su contenido, a un efecto positivo o negativo (un
beneficio o perjuicio) en la posición jurídica de dicha entidad. En concreto
manifiesta que, la imposición a Telefónica de una sanción por el incumplimiento
de las Resoluciones de esta Comisión llevaría consigo una ventaja para UNI2,
pues tal sanción tendría por fin no sólo castigar una conducta sino lograr el fin
perseguido por la norma infringida, en este caso que se cumpla con la
mencionada obligación impuesta a Telefónica por esta Comisión en cuanto a la
migración de enlaces por tiempo a enlaces por capacidad de UNI2 y que
reparen en consecuencia los perjuicios causados por el citado incumplimiento.

Con carácter previo, hay que aclarar que, en este caso concreto,
cuando se ejerce por esta Comisión la potestad sancionadora con la imposición
de una sanción a Telefónica por la comisión de una infracción administrativa
por el incumplimiento de Resoluciones anteriores, este Organismo al dictar la
correspondiente Resolución sancionadora no repara ningún perjuicio causado
por el mencionado incumplimiento, sino que tan sólo se limita a imponer una
sanción por tal comportamiento infractor.

De esta manera, debe rechazarse la alegación de la recurrente
consistente en obtener una ventaja o utilidad de prosperar la reparación
pretendida, pues con la Resolución sancionadora que se dicte en el
procedimiento sancionador de referencia imponiendo una sanción a Telefónica,
no se materializa reparación alguna a la entidad recurrente .

Por su parte, cabe recordar a la recurrente que el interés legítimo no es
un mero interés en el respeto de la legalidad, que es lo que en realidad la
entidad UNI2 puede tan sólo hacer valer en este procedimiento sancionador.
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En cuanto al interés legítimo como identificable con cualquier ventaja o
utilidad jurídica derivada de la reparación pretendida, tan sólo resulta de
aplicación en los procedimientos declarativos que se están tramitando en la
Dirección Técnica relacionados con la interconexión por capacidad a la que
está obligada a prestar Telefónica, y más en concreto, con la medida cautelar
dictada en virtud de la solicitud de la recurrente, así como la propia resolución
por la que se modifica la OIR de Telefónica, por cuanto que la declaración
jurídica de estas resoluciones coloca a este operador en condiciones legales de
conseguir un determinado beneficio material o jurídico, con un resultado
inmediato de la resolución dictada o que se llegue a dictar, circunstancia que
no ocurre por sí sola con el procedimiento sancionador de referencia.

Por otro lado, la resolución administrativa que se dicte ha de repercutir,
directa o indirectamente, pero de un modo efectivo y acreditado, es decir, no
meramente hipotético, potencial y futuro, en la correspondiente esfera jurídica
de quien se persona. En este mismo sentido, conviene destacar que el interés
legítimo ha de derivar de una repercusión de la actuación administrativa en el
ámbito vital o de intereses de la persona "real, efectiva y actual", sin
comprender los intereses futuros, eventuales o hipotéticos (entre otras, STC
93/1990, de 23 de mayo).

De acuerdo con ello, las alegaciones realizadas por la recurrente en
relación a que la imposición de una sanción a Telefónica, por el incumplimiento
de las Resoluciones de esta Comisión, tiene como fin lograr que se cumpla la
obligación impuesta a Telefónica en cuanto a la migración de enlaces por
tiempo a enlaces por capacidad de UNI2, no procede su estimación por cuanto
que la resolución sancionadora que se dicte no declara ni asegura que la
empresa sancionada vaya a cumplir o no con lo que se dispone en las
resoluciones incumplidas que han dado origen a la sanción, por lo que estamos
en presencia de intereses futuros, potenciales o hipotéticos de la empresa
recurrente que pudieran surgir o no. La única empresa que de la actuación
sancionadora de la Comisión pudieran verse afectados sus intereses de forma
"real, efectiva y actual" es la  entidad Telefónica.

La recurrente hace una interpretación errónea de la premisa de que la
sanción que pudiera imponerse a Telefónica tendría por fin no sólo castigar una
conducta sino lograr el fin perseguido por la norma infringida, pues en este
caso la norma infringida consiste en el incumplimiento de las resoluciones
dictadas por esta Comisión, con la consecuencia de la imposición de una multa
pecuniaria, pero con la sanción no puede hacerse declaración alguna respecto
del contenido de las resoluciones incumplidas. Esta Comisión reitera que estas
declaraciones tan sólo se dan en los otros procedimientos que se están
tramitando por los Servicios de esta Comisión, cuyas resoluciones si pudieran
afectar a la esfera jurídica y material de los operadores distintos de Telefónica.
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En definitiva, cabe concluir que la Resolución sancionadora que se dicte
en el procedimiento sancionador AJ 2002/6623 no reportará a la entidad UNI2
beneficio alguno, bien positiva o negativamente en su esfera jurídica, pues la
misma impondrá tan sólo una sanción a Telefónica sin que se haga declaración
alguna al objeto de remediar el supuesto perjuicio que esta entidad ha sufrido
derivada de la conducta infractora de Telefónica, por lo que no se puede
declarar que la empresa UNI2 tenga un interés legítimo real, efectivo y actual
en el procedimiento sancionador de referencia y, por lo tanto, no se puede
considerar parte interesada en el mismo por no reunir los requisitos del artículo
31 de la LRJPAC.

Por último, tampoco se ha de estimar la alegación de la recurrente sobre
que tiene también un particular interés en que el cumplimiento por Telefónica
de la eventual sanción que se le impusiera no le resultara más beneficioso que
la comisión de la infracción, pues como ya se ha expuesto anteriormente el
interés en el respeto de la legalidad no puede incluirse dentro del interés
legítimo, que es en definitiva lo que significa este interés particular que ahora
se alega.

En atención a todo lo anterior, y vistos los citados antecedentes y
fundamentos jurídicos, esta Comisión

RESUELVE

Inadmitir el recurso de alzada interpuesto por la representación legal de la
entidad LINCE TELECOMUNICACIONES, S.A.U., contra el acto de trámite del
Instructor del expediente sancionador AJ 2002/6623 por el que se desestima la
solicitud de declaración de esa entidad como parte interesa en dicho
expediente, y se confirma en todos sus términos la resolución impugnada por
estar plenamente ajustada a Derecho.

El presente certificado se expide al amparo de lo previsto en el artículo 27.5 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y el artículo 23.2 de la Orden de 9 de abril
de 1997, por la que se aprueba el Reglamento de Régimen Interior de la
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, con anterioridad a la
aprobación del Acta de la sesión correspondiente.

Asimismo, se pone de manifiesto que contra la resolución a la que se refiere el
presente certificado, que resuelve un recurso de alzada, en virtud de lo
dispuesto en el artículo 115.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común no puede interponerse ningún otro recurso
administrativo, salvo el recurso extraordinario de revisión  en los casos
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establecidos en el artículo 118.1 de la misma Ley. No obstante, contra la
misma puede interponerse recurso contencioso-administrativo ante la Sala de
lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional, en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente a su notificación, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 1.ocho de la Ley 12/1997, de 24 de abril, de
Liberalización de las Telecomunicaciones y la Disposición Adicional Cuarta,
apartado 5, de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, sin perjuicio de lo previsto en el número 2 del
artículo 58 de la misma Ley.

Vº Bº
EL PRESIDENTE

EL SECRETARIO

José Mª Vázquez Quintana

José Giménez Cervantes


